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Resumen 

 

El presente ensayo tiene como finalidad analizar la definición y las características del 

contrato de prestación de servicios suscrito en diversas entidades Estatales con 

personas naturales y examinar si en algún momento esta vinculación vulnera los 

derechos laborales de los contratistas, teniendo en cuenta que las actividades 

contratadas son habituales y permanentes. Los resultados del presente estudio y 

realizando la comparación con las características del contrato laboral, permite 

evidenciar que en muchos casos el contrato de prestación de servicios suscritos asume 

las tres características del contrato laboral (subordinación, horario y remuneración) y 

teniendo en cuenta lo dispuesto por la teoría de la realidad, el que inicialmente se pacta 

como un contrato de prestación de servicios se convierte en contrato laboral. 

Palabras Clave: Contrato de Prestación de Servicios, Teoría de la realidad, Servidor 

Público, Igualdad, Legalidad. 

Abstract 

 

This essay aims to analyze the definition and characteristics of the contract for service 

entered in various State entities with individuals and analyze if at any time these violate 

the labor rights of contractors, considering contractual activities contracted are common 

and permanent. The results of this study and making comparison with the 

characteristics of the labor contract to the conclusion that in many cases the contract of 

service takes the three characteristics of the employment contract (Subordination, hours 

and compensation) and taking into account the provisions of the theory of reality which 

is agreed initially as a contract of service becomes a formal contract. 

 

Keywords: Servicing Agreement, Theory of reality, Public Servant, Equality, Legality. 
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Introducción 

 

 El trabajo, según el artículo 5 del Código Sustantivo del Trabajo, “es toda actividad 

humana libre, ya sea material o intelectual, permanente o transitoria, que una persona 

natural ejecuta conscientemente al servicio de otra, y cualquiera que sea su finalidad, 

siempre que se efectúe en ejecución de un contrato de trabajo”. 

 

 La contratación de servicios por parte de  las entidades del Estado es cada vez 

frecuente y está prevista en la legislación colombiana con un criterio temporal, no 

permanente, permitiendo la vinculación contractual a través de la modalidad de 

contratación directa, lo cual ha servido para que se utilice la vinculación de personas 

naturales a través de un contrato de prestación de servicios. 

 

      El contrato de prestación de servicios en la Administración Pública, es  un 

instrumento de gestión para vincular de manera temporal  a personas naturales al 

servicio del Estado para el cumplimiento de determinadas actividades o para convenir 

con personas jurídicas unas obligaciones específicas de hacer, encaminadas siempre a 

satisfacer necesidades de interés general.  

 

       Por otra parte, la reglamentación de la prestación de servicios comprende una 

paleta normativa que busca delimitar la tergiversación de este tipo de contratos en 

beneficio de las nóminas paralelas, como prácticas de substitución de empleados 

públicos por prestadores de servicios, y las sanciones disciplinarias por entregar a 

contratistas el ejercicio permanente de funciones administrativas, que implican el 

ejercicio de prerrogativas de poder público, complementadas con la responsabilidad 

fiscal y personal de los funcionarios.  
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 La jurisprudencia también ha puesto de presente otros aspectos de la esencia del 

contrato de prestación de servicios en particular por sus particularidades frente al 

contrato de consultoría, ejercicio siempre difícil en el que se ha acudido a una técnica 

residual para la identificación de esta última, dada la diversidad de ejemplo contenidos 

en la definición normativa (Ley 80 de 1993 art. 32.2). 

 

 Pregunta de investigación científica: ¿El contrato de prestación de servicios 

contemplado en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, suscrito por diversas entidades del 

Estado, vulnera los derechos laborales  de las personas naturales que prestan 

sus servicios de manera habitual en las diferentes  entidades bajo esta modalidad? 

 

 Hipótesis: En el efecto que las funciones de las entidades del Estado sean 

desarrolladas por personas naturales a través de contratos de prestación 

administrativos de servicios, sería un factor de solución la creación de políticas de 

Estado que permitan ampliar las plantas de personal en las entidades públicas; 

conllevando esto, a la vinculación laboral de los contratistas directamente, con las 

entidades del orden departamental y municipal, garantizando así la relación laboral y el 

goce efectivo de los derechos de los empleados. Asimismo, se estaría protegiendo a la 

administración frente a diversos procesos judiciales en la que se podría ver inmersa 

cuando se demuestra  ante la jurisdicción administrativa que el contratista en realidad 

posee con la misma un contrato de trabajo. El trabajador no puede en aras de la 

necesidad sacrificar su dignidad y renunciar a los derechos y garantías que tanto la 

Constitución y la Ley le otorgan. 

 

 Argumentos: El Estado colombiano está organizado en dos partes: las ramas del 

poder público y los organismos del Estado. El poder público está compuesto por tres 

ramas: la rama legislativa, la rama judicial y la rama ejecutiva. 
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La rama ejecutiva representa al gobierno y está compuesta por las gobernaciones, 

las alcaldías, las superintendencias, los establecimientos públicos y las empresas 

industriales o comerciales del Estado. El presidente de la República de Colombia es el 

jefe del Estado, el jefe del gobierno y por ende es la suprema autoridad administrativa.  

  

 La rama legislativa está compuesta por los organismos que componen el 

Congreso de la República: la Cámara de Representantes y el Senado de la República. 

Sus integrantes son elegidos por medio del voto popular y cada uno de ellos, 

representantes y senadores, tiene el mismo nivel de poder y de responsabilidad dentro 

de sus instituciones. 

 

La rama judicial es la encargada de administrar la justicia en Colombia; esta tarea 

es una función pública. Está compuesta por seis organismos: la Corte Suprema de 

Justicia, el Consejo de Estado, la Corte Constitucional, el Consejo Superior de la 

Judicatura, las Jurisdicciones Especiales y la Fiscalía General de la Nación. Tanto los 

Magistrados de la Corte Suprema de Justicia como los del Consejo de Estado son 

nombrados según las listas  que envía el Consejo Superior de la Judicatura. 

 

La otra parte que compone la organización del Estado es el conjunto de 

Organismos, estos son: las Instituciones que componen el grupo de los organismos de 

control como la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del pueblo y la 

Contraloría General de  la República. Un segundo grupo es el de los organismos de la 

Organización electoral,  los cuales son: el Consejo Nacional Electoral y la Registraduría 

Nacional del Estado Civil.   

 

http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/sociologia/movimiento/movimiento3.htm
http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/revistas/credencial/diciembre2002/eldefensor.htm
http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/derecho/constitucion-politica-de-colombia-1991/titulo-9-capitulo-2
http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/derecho/constitucion-politica-de-colombia-1991/titulo-9-capitulo-2
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El tercer grupo de los Organismos del Estado son el Banco de la República y  la 

Comisión Nacional del Servicio Civil. La Comisión Nacional de Televisión entró en 

liquidación el 10 de abril de 2012, pero entidades como la Autoridad Nacional de 

Televisión, la Comisión de Regulación de Comunicaciones, la Superintendencia de 

Industria y Comercio y la Agencia Nacional del Espectro, son las entidades 

competentes en las labores que esta Comisión solía llevar a cabo.  

 

Bajo la vigencia de la Constitución de 1986,  la clasificación de los servidores 

públicos era de origen legal. Igualmente, dicha clasificación corresponde actualmente al 

legislador, con sujeción a los parámetros señalados en diferentes textos 

constitucionales. 

 

 La noción de servidor público que la Constitución de 1.991 emplea en diferentes 

normas, artículos 6, 122, 123, 124, 126, 127 y 129, sugiere la idea de la asignación y 

cumplimiento de funciones estatales por una persona natural, a través de un vínculo 

jurídico que implica o no subordinación laboral. 

 

 Según los términos del artículo 123: “son servidores públicos los miembros de las 

corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas 

territorialmente y por servicios”. 

 El artículo 125 a su turno establece en lo pertinente: “Los empleos en los órganos y 

entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y 

remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la Ley”. 

 

http://www.banrep.gov.co/
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 Así pues, dentro del género “servidor público”, se comprenden según la 

Constitución diferentes especies como son: los miembros de las corporaciones 

públicas, los empleados públicos y los trabajadores oficiales. 

 

 En cuanto al origen o fuente de la clasificación de los servidores públicos se 

puede concluir que lo es, en principio la Constitución, pero no existe obstáculo alguno 

para que el legislador establezca, con arreglo a las atribuciones que le confiere el 

artículo 150-23, nuevas denominaciones para caracterizar grupos o clases diferentes. 

 

 Con el anterior criterio se manejó por el legislador en el pasado, bajo la vigencia 

de la Constitución del 86, la materia atinente a la clasificación de los empleados 

oficiales, al distinguir entre empleados públicos y trabajadores oficiales, artículo 5o. 

Decreto 3135 de 1968, y al crear en el Instituto de los Seguros Sociales la categoría de 

trabajadores de la seguridad social. 

 

 La Constitución de 1886 en su artículo 115-5 atribuía al presidente de la 

República, como suprema autoridad administrativa, el derecho de “nombrar las 

personas que deban desempeñar cualquier empleo nacional cuya provisión no 

corresponde a otros funcionarios o corporaciones”. En todo caso, añade la misma 

disposición, el presidente tiene facultad de nombrar y remover libremente sus 

“agentes”; el artículo 56 de la Constitución de 1.886 deja la determinación de las Leyes 

los casos particulares de incompatibilidad de funciones, los de responsabilidad de 

funcionarios y modo de hacerla efectiva, las calidades y antecedentes necesarios para 

el desempeño de ciertos empleos, en los casos no previstos por la Constitución. 
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 Los empleados políticos y administrativos dependen del presidente de la 

República en asuntos de la administración pública de la nación, pero en los demás 

ramos ejercen sus funciones con independencia; también son independientes del 

gobierno en el ejercicio de sus funciones los empleados del orden judicial, notarios, 

registradores y consejeros municipales, pero están sujetos a las providencias 

administrativas en cuanto no pugnen con dicha independencia. 

 

 El constituyente siguió conservando la diferencia establecida por la jurisprudencia 

y la doctrina anterior a 1991, entre los servidores del Estado. Por ejemplo, en los 

artículos 123 y 125, la Carta da un trato distinto a los trabajadores y a los empleados 

públicos. En efecto, en la primera de las disposiciones, claramente estipula que dentro 

del concepto genérico de servidores públicos estarán comprendidos “los empleados y 

trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente”. 

 

 Pero de la Constitución no pueden extraerse los elementos conceptuales que 

permitan diferenciar definitivamente esas figuras, especialmente porque la misma Carta 

autoriza al legislador para que sea él quien determine cuál es el régimen aplicable a 

cada una de las distintas clases de servidores. De hecho, aunque el propio texto 

constitucional brinda algunos criterios básicos para su desarrollo, como sucede por 

ejemplo en el artículo 125 de la Constitución del 91, en donde los trabajadores oficiales 

están excluidos del sistema de carrera administrativa, debe entenderse que los 

restantes elementos conceptuales pueden ser configurados por el legislador.  

 

 En este sentido, a través de la legislación podrán regularse distintamente los 

aspectos salariales, prestacionales, disciplinarios y laborales en general, para cada una 

de esas figuras. Obviamente la discrecionalidad del legislador para diferenciar a los 
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empleados y trabajadores del Estado no es absoluta, especialmente porque en su 

ejercicio no puede desconocer los límites que imponen la Constitución y los derechos 

fundamentales de las personas. La legislación sobre la materia en ningún caso podría ir 

en contravía de los principios mínimos fundamentales del trabajador, como la igualdad 

de oportunidades, la remuneración vital, la estabilidad, la favorabilidad y la primacía de 

la realidad sobre las formalidades. 

 

 Los servidores públicos son, por inferencia de la Constitución de1991 (art.123), las 

personas naturales vinculadas a un organismo público por un procedimiento electoral, 

reglamentario o contractual laboral; a cargos previamente creados, para el ejercicio de 

funciones y deberes señalados por autoridad competente, relacionados con los fines y 

las actividades del Estado en las diferentes ramas, órdenes, niveles y organismos 

autónomos. 

 

 La expresión “servidores públicos” agrupa al conjunto integrado por los miembros 

de las corporaciones públicas de elección popular, los empleados públicos y los 

trabajadores oficiales, que prestan sus servicios al Estado, a la administración pública, 

ya sea en forma permanente o temporal, quienes toman decisiones en representación 

del Estado, actúan en el campo administrativo, ejecutan labores de apoyo y en 

ocasiones manejan recursos públicos o también de particulares”. (Pachón. 2005. 

Pag.23). 

 

 Las denominaciones en las que se clasifica a los servidores públicos tienen su 

razón de ser y producen consecuencias particulares de diverso orden: en su régimen 

de vinculación, en la naturaleza de sus funciones, en sus limitaciones jurídicas 
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(inhabilidades, incompatibilidades, prohibiciones), en sus responsabilidades, en su 

forma de remuneración, en su permanencia y retiro, y estos son:  

 

1. Miembros de Corporaciones Públicas de elección popular: Son aquellos 

funcionarios pertenecientes a los órganos colegiados de elección popular denominados 

corporaciones públicas entre los cuales se encuentran, congresistas,  miembros de los 

consejos municipales, diputados,  representantes a la cámara, ediles,  entre otros.  La 

relación de estos trabajadores con el Estado se efectúa a través de la forma  

estatutaria,  y se consuma con la posesión, la cual se lleva a cabo una vez los 

servidores sean elegidos legítimamente por el pueblo. El retiro de los miembros de las 

corporaciones públicas se materializa una vez finalice el periodo para el cual fueron 

elegidos, a menos que por razones de índole disciplinario, penal u otras, pierdan la 

investidura, situación en la cual se estaría ante una forma anormal de terminación del 

vínculo  laboral. (Younes, 2009). 

 

2. Empleados Oficiales: Son las personas naturales que laboran en el área de la 

construcción y sostenimiento de obras públicas, funcionarios de las empresas 

industriales y comerciales del estado y de las empresas de economía mixta. Estos 

funcionarios están relacionados con el Estado a través de un contrato de trabajo 

laboral el cual no queda supeditado totalmente a unas condiciones fijas e inamovibles, 

si no que por el contrario en él se plasma además de la voluntad de la administración, 

la del trabajador en cuanto a la forma en que se va llevar a cabo la prestación del 

servicio.  No obstante lo anterior, este tipo de trabajadores gozan de unos derechos 

mínimos reconocidos en la Ley con relación a sus prestaciones sociales, con 

independencia de lo que se pacte en cada contrato de trabajo en particular. De 

acuerdo con lo establecido por el artículo 5 del Decreto 3135 de 1.968, artículo 3 del 

Decreto 1848 de 1.969 y el artículo 3 del Decreto 1950 de 1.973. 
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3. Empleados públicos (vinculados por acto administrativo): Son aquellas personas 

naturales ligadas con el estado  a través de una vinculación laboral jurídico-legal 

inalterable, es decir, por un acto administrativo la cual se encuentra reglamentada 

preliminarmente en la Ley. Las condiciones laborales en este tipo de relación (modo 

estatutario) no son objeto de cambio, en razón a que éstas ya están estandarizadas, 

por lo tanto, el funcionario deberá aceptarlas o no.  

 

De acuerdo al artículo 5 del Decreto Ley 3135 de 1968, son empleados públicos 

las personas que prestan sus servicios en los Ministerios, Departamentos 

Administrativos, Superintendencias, Establecimientos Públicos, y algunos trabajadores 

de las empresas industriales y comerciales del estado a los cuales los estatutos de la 

empresa los designe como tal.   Según lo determina el artículo 5 del mismo Decreto, el 

artículo 2 del Decreto 1848 de 1.969, el artículo 3 del Decreto 1950 de 1.973, el artículo 

1 de la Ley 909 de 2004.  Dentro de la Función Pública existen varias clases de 

empleos públicos, a saber; 

 

- Empleos de período fijo. Mediante estos se provee a un funcionario un cargo por 

un periodo de tiempo definido. Estos periodos de tiempo, variarán dependiendo del tipo 

de servicio que se va a prestar, la disponibilidad del empleo, la necesidad del servicio y 

en general lo que al respecto se especifique en la Ley y en los reglamentos de la 

institución contratante.   

 

- Empleos de elección popular. Son aquellos que se disponen para funcionarios 

públicos elegidos popularmente, como lo son los alcaldes, concejales, diputados, 
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gobernadores, representantes a la cámara, senadores, gobernadores y presidente, 

entre otros.  

 

- Empleos de libre nombramiento y remoción: A diferencia de los empleos de 

carrera éstos se caracterizan por poseer pocos trámites, son aquellos ocupados por 

personal idóneo (de acuerdo a lo determinado en la Ley), pero los cuales son escogidos 

y removidos autónomamente por la entidad pública. Los relacionados en la Ley 909 y 

en otras normas legales. 

 
- Empleos temporales: Son aquellos establecidos para ser desempeñados de 

forma transitoria cuando las necesidades del servicio lo requieran, los actos que los 

provean deberán estar debidamente motivados y soportados con el respectivo 

Certificado de Disponibilidad Presupuestal, a través del cual se evidencia que la 

respectiva entidad cuenta con los recursos económicos necesarios para asumir las 

obligaciones que se derivan de esa contratación. (Regulado por la Ley 909 del 2004). 

 

 

- Empleos públicos de carrera: Es un medio de acceder a la función pública 

surtiendo los concursos establecidos para el efecto, y en donde se tienen en cuenta las 

capacidades y a aptitudes de los concursantes.  

 

- Por otras formas de designación: Magistrados de las altas Cortes. Fiscal General 

de la Nación. Procurador General de la Nación. Contralor General de la República. 

Contralores territoriales. Personeros. Secretarios de Asamblea y de Concejo, etc. 

  

 

Concepto de Contrato de Trabajo 
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 Un contrato de trabajo, como lo define el Código Sustantivo del Trabajo es un 

convenio o acuerdo de voluntades, creador de obligaciones, celebrado entre una 

persona natural (el trabajador) y una persona natural o jurídica (el empleador), para que 

el trabajador preste determinados servicios personales, bajo continuada subordinación 

de empleador, a cambio de una remuneración. Así lo define el artículo 22 del Código 

Sustantivo del trabajo: 

 

“Está regulado por la Ley como un contrato autónomo, con características que le son inherentes, 

con consecuencias jurídicas propias, con elementos esenciales diferentes de cualquier otro 

contrato. Por su importancia, no solo porque regula las condiciones y modalidades del trabajo 

humano, sino porque sus disposiciones son de orden público, es considerado como contrato 

independiente”   

 

 El doctor CAMPOS (1974)  en su obra “derecho laboral Colombiano” comenta con 

respecto a la definición de contrato individual de trabajo lo siguiente:    

 

 “…Rafael Caldera, por ejemplo, lo define como aquel “mediante el cual un trabajador se obliga a 

prestar sus servicios a un patrono, bajo la dependencia y mediante una remuneración”    

Manuel Alonso García, dice contrato individual de trabajo  “todo acuerdo de voluntades (negocio 

jurídico bilateral) en virtud del cual una persona se compromete a realizar personalmente una obra 

o a prestar un servicio por cuenta de otra, a cambio de una remuneración”.  

 

 En la celebración de contrato de trabajo siempre intervienen dos partes, esto es, 

el trabajador o quien presta el servicio; y el empleador, quien ordena el servicio y paga 

el salario. Puede ser una persona natural o jurídica.     

 

 De acuerdo a  lo establecido en  el  artículo 23 del Código Sustantivo del  Trabajo, 

se requiere para la existencia de un contrato de trabajo la concurrencia de estos tres 

elementos esenciales:  
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 La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo;  

 La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del 

empleador, que faculta a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier 

momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la 

cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del contrato. Todo ello sin que 

afecte el honor, la dignidad y los derechos *(mínimos)* del trabajador en concordancia 

con los tratados o convenios internacionales que sobre derechos humanos relativos a la 

materia obliguen al país,  

 Y un Salario como retribución del servicio.   

 

 Una vez reunidos los tres elementos de que trata este artículo se entiende que 

existe contrato de trabajo y no deja de serlo por razón del nombre que se le dé ni de 

otras condiciones o modalidades que se le agreguen, en especial bajo la figura de 

Contrato de servicios, que es la figura mas utilizada para esconder una relación laboral. 

(Art. 23 C.S.T).  

 

  El cumplimiento de lo anterior supone la existencia legal de un contrato de trabajo 

o relación laboral; sin embargo, no es necesaria la existencia de un contrato escrito 

para demostrar la existencia de una relación laboral, toda vez que la jurisprudencia 

señala que en este debe primar la realidad frente a los formalismos legales, lo que 

quiere decir que la sola existencia de los elementos que configuran un contrato de 

trabajo es suficiente para demostrar la existencia de una relación laboral con todas sus 

repercusiones legales contenidas en el C.S.T, y en tal caso no hace falta un contrato 

escrito para probarlo, y caso contrario, (que es muy común en nuestro medio), si 

existiese un contrato de servicios, pero la realidad es que se configuran todos los 

elementos y requisitos de un contrato laboral, tal contrato de servicios será invalido y 
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pasara a convertirse en un contrato laboral con todas las implicaciones contenidas en el 

código sustantivo del trabajo.  Sobre el respecto,  la Corte Constitucional en sentencia 

C-555 de 1994 contempla:  

 

 “Merece especial atención el señalamiento de los demandantes frente a la prohibición absoluta de 

que los contratos de prestación de servicios generen relaciones laborales y prestaciones sociales, 

aun cuando —en su sentir— en la práctica ocurran verdaderas relaciones laborales dentro de la 

forma de esos contratos. Si bien, las anteriores limitaciones son consecuencia lógica deducible del 

reconocimiento que el legislador ordinario mantuvo de la naturaleza y elementos sustanciales del 

contrato de prestación de servicios, en la preceptiva en cuestión, la Corte considera que el 

legislador al usar la expresión “En ningún caso… generan relación laboral ni el pago de 

prestaciones sociales” para calificar la prohibición, en manera alguna consagró una presunción de 

iure o de derecho, que no admite prueba en contrario, como se señala en la demanda, ya que el 

afectado, como se ha expresado, podrá demandar por la vía judicial competente el reconocimiento 

de la existencia de la vinculación laboral y las consecuencias derivadas del presunto contrato de 

trabajo relacionadas con el pago de prestaciones sociales.  

 

Preferentemente, el principio constitucional de prevalencia de la realidad sobre las formalidades 

establecidas por los sujetos de las relaciones laborales tiene plena operancia en el asunto sub lite, 

en los casos en que se haya optado por los contratos de prestación de servicios para esconder 

una relación laboral; de manera que, configurada esa relación dentro de un contrato de esa 

modalidad el efecto normativo y garantizador del principio se concretará en la protección del 

derecho al trabajo y garantías laborales, sin reparar en la calificación o denominación que haya 

adoptado el vínculo que la encuadra, desde el punto de vista formal, con lo cual “agota su 

cometido al desentrañar y hacer triunfar la relación de trabajo sobre las apariencias que hayan 

querido ocultarla. Y esta primacía puede imponerse tanto frente a particulares como al Estado 

mismo”.  

 

Es importante contextualizar la diversa clase de contratos que suscribe la 

administración: 

 



17 
 

 

 

Contrato Estatal: La concepción más tradicional lo concibe como cualquier 

acuerdo de voluntades que modifica el ordenamiento jurídico en el sentido de crear, 

modificar o extinguir obligaciones. Para efectos del presente documento, 

complementando la definición doctrinaria que concibe el Contrato Estatal como un acto 

jurídico de carácter bilateral o multilateral, en la medida que intervienen dos o más 

personas, y que tiene por finalidad crear derechos y obligaciones, será definido como: 

  “un acto jurídico voluntario, una declaración de voluntad, que tiene por objeto establecer un 

relación jurídica entre dos personas, obligando a la una para con la otra a determinada prestación” 

(Bustos, 2013). 

 

 En términos generales, es necesario comprender que el Contrato Estatal, si bien 

es cierto, no constituye un concepto jurídico fundamental, no se puede desconocer la 

importancia que tiene en la estructuración del ordenamiento jurídico del Estado y en el 

devenir cotidiano del conglomerado social. De igual manera, vale la pena precisar que 

el Contrato Estatal como realidad jurídica, no debe entenderse como un fin en sí 

mismo, sino que debe dimensionarse como un instrumento de carácter jurídico que 

tiene la Administración Pública a su alcance con el propósito de garantizar el 

cumplimiento de los cometidos estatales que están enunciados explícitamente en la 

Constitución Política, los cuales se pueden integrar de manera general en la 

concepción tradicional del servicio público, teniendo en cuenta que se encuentran 

estrechamente relacionados con la satisfacción de las necesidades colectivas y la 

preeminencia del interés general.   

  

 Los contratos Estatales son definidos en el Estatuto General de Contratación de la 

Administración Pública, Ley 80 de 1993, como todo acto jurídico generador de 

obligaciones en el que una de las partes sea una entidad pública, cuya descripción o 

tipificación se encuentre en las normas civiles, comerciales, especiales o las previstas 

en el mismo cuerpo normativo.  Articulo 32. Ley 80/93.  Son  contratos  estatales  todos 
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 los  actos  jurídicos  generadores de  obligación en  que  celebren las entidades  a  

que se  refiere  el  presente  estatuto,   previstos  en  el derecho privado  o  en 

 disposiciones  especiales,  o derivados  del ejercicio  de la  autonomía  de  la  voluntad. 

 

Contrato realidad: Es aquel contrato que aunque no se definió, ni formalizó, la Ley 

considera que existe por la naturaleza misma de las actividades desarrolladas por el 

trabajador. Este contrato se origina en la misma Ley laboral, más exactamente en el 

artículo 24 del Código Sustantivo que reza lo siguiente:  

“Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo.” 

 

También el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo, en su numeral 2 hace 

referencia al contrato realidad cuando expresa: 

“2. Una vez reunidos los tres elementos de que trata este artículo se entiende que existe contrato 

de trabajo y no deja de serlo por razón del nombre que se le dé ni de otras condiciones o modalidades 

que se le agreguen.”. 

 

El Código Sustantivo del Trabajo ha considerado que no importan las 

formalidades, lo que importa es lo que realmente suceda en una relación contractual 

entre las partes, de modo que de poco sirve recurrir a maniobras, figuras y artificios 

para ocultar o disfrazar una relación  laboral, pues la realidad será la que se impondrá, 

y en lo que tiene que ver con una relación de trabajo que por su misma naturaleza debe 

ser laboral, indiscutiblemente será laboral por expreso mandato legal. 

Contrato de prestación de servicios: Es un contrato estatal que tiene como objeto 

una obligación de hacer, que se caracteriza por la autonomía e independencia del 

contratista, que tiene una vigencia temporal y que no genera prestaciones sociales por 
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tratarse de un contrato estatal y no de una relación laboral. Este contrato se suscribe 

con personas naturales o jurídicas con el objeto de realizar actividades desarrolladas 

con la administración o funcionamiento de una entidad pública pero tratándose de 

personas naturales, sólo puede suscribirse en el evento que tales actividades no 

puedan ser cumplidas por los servidores públicos que laboran en esa entidad o en caso 

que para su cumplimiento se requieran conocimientos especializados con los que no 

cuentan tales servidores.  

  

 Un contrato administrativo de servicios no supone las mismas condiciones ni 

requisitos de un contrato laboral, puesto que en el caso de un contrato de servicios, la 

obligación es de hacer algo, mas no de cumplir un horario ni de tener una 

subordinación permanente, aunque en los dos casos, obviamente hay remuneración. 

 

 Es muy común que las empresas por eludir el pago de Aportes Parafiscales y la 

Seguridad Social contrate su personal por servicios, pero las labores y las condiciones 

reales del desarrollo del servicio hacen que se den los presupuestos para ser 

considerada una relación laboral, pues si existe subordinación, se cumple un horario, 

etc., no se puede hablar de una prestación de servicios. 

 

 Este tipo de contratos no genera relación laboral ni prestaciones sociales y se 

celebran por el término estrictamente indispensable. Puede ser civil o comercial, 

dependiendo del encargo (sí se deriva un contrato mercantil se regirá por la legislación 

comercial, en cambio, la prestación de servicios inherentes a profesiones liberales se 

regirá por la legislación civil). 
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 Sobre el “contrato de prestación de servicios”, la Corte Constitucional mediante 

Sentencia C-154/97, Magistrado Ponente HERNANDO HERRERA VERGARA, señaló 

que:  

 “un contrato de prestación de servicios era la actividad independiente desarrollada, que puede 

provenir de una persona jurídica con la que no existe el elemento de la subordinación laboral o 

dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes en la ejecución de la labor contratada.” 

 

 De igual forma mediante Sentencia 1323 del 16 de mayo de 1991, proferida por el 

Consejo de Estado, Sección Primera, Magistrado Ponente LIBARDO RODRÍGUEZ 

RODRÍGUEZ, se aclaró que a pesar de que ni el Código Civil ni el Código de Comercio 

definen lo que debe entenderse como contrato de Prestación de Servicios, de acuerdo 

con el Diccionario de la Real Academia de la Lengua y la concepción tradicional que se 

ha tenido de aquel, puede afirmarse que son aquellas actividades en las cuales 

predomina el ejercicio del intelecto y que han sido reconocidas por el Estado. 

 

Características del contrato de prestación de servicios  

 

Teniendo en cuenta que un contrato es un  acto jurídico mediante el cual una parte se 

compromete para con otra  a cumplir una obligación. En los contratos también dos o 

más partes pueden estar comprometidas a cumplir una obligación, de ahí que los 

contratos tengan unas características especiales, en este caso los contratos  de 

prestación de servicios según lo establecido en normas del Código Civil, artículos 1495 

al 1500,  se caracterizan por ser, 

Bilateral.  Porque nacen obligaciones recíprocas para las partes: para el 

profesionista o profesor, la obligación de prestar los servicios, desempeñar los trabajos 

encomendados. Para el cliente, la obligación de pagar por esos servicios con una 

remuneración que toma el nombre de honorarios. 
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Oneroso.  Porque del contrato se derivan provechos y gravámenes recíprocos, 

para el profesional, el provecho es la remuneración que cobra y el gravamen es el 

trabajo que está obligado a prestar; para el cliente el provecho es la utilidad que le 

presta el profesionista con su trabajo y el gravamen es el pago que debe hacer por los 

servicios prestados.  
   

 Consensual. Porque la Ley civil no exige ninguna formalidad especial; el contrato 

se perfecciona por el simple acuerdo de voluntades. Este contrato, por regla general, se 

otorga en forma escrita. Pero esto únicamente como medio de prueba esto no 

trasciende, no tiene eficacia alguna respecto de la validez o respecto del 

perfeccionamiento del contrato.  

 

Principal. Porque tiene una vida independiente, no requiere de ninguna obligación, de 

ningún contrato pre existente para que pueda existir. Es un contrato que tiene (por así 

llamarlo) su propia fisonomía jurídica.  

  

Intuitus Personae. Porque desempeña un papel importantísimo la identidad misma 

de las partes que celebran el contrato, principalmente la del contratista, por los 

conocimientos, por su capacitación técnica, por su honradez, etc. estas y muchas 

cualidades se toman en cuenta para determinado trabajo. 

  

 Es de tracto sucesivo. Por regla general las obligaciones se van cumpliendo a 

través destiempo, excepcionalmente es de ejecución instantánea.  

 Del concepto de contrato de prestación de servicios se puede extractar que la Ley 

restringe la posibilidad del contrato con personas naturales exigiendo que las 

actividades confiadas al contratista no puedan realizarse con personal de planta.  
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  Al análisis concreto de la deficiencia de personal interno en la entidad Pública, 

expuesto en ese momento se superpone que la administración no puede crear la 

necesidad de acudir a contratistas externos a través de la reducción artificial de sus 

planta las políticas públicas de reducción del Estado implementadas a partir de los años 

1990 se vieron acompañadas de disposiciones que prohíben expresamente remplazar 

los servidores públicos por contratistas. Creando lo que se conoce popularmente como 

las “nominas paralelas”.  

 

  Estas prácticas contractuales son sancionadas por cuanto el Código Disciplinario 

Único, eleva a falta gravísima la celebración de contratos de prestación de servicios 

cuyo objeto sea el cumplimiento de funciones públicas o administrativas que requieran 

de dedicación de tiempo completo e impliquen subordinación y ausencia de autonomía 

respecto del contratista, salvo las excepciones legales. (Ley 734 de 2002 art. 48- 29)  

 

  El carácter excepcional del contrato de prestación de servicios tiene otro sentido al 

establecerse que ciertas funciones inherentes a las misiones esenciales de las 

entidades públicas no pueden ser confiadas individualmente, a personas externas por 

cuanto su desarrollo especifico impone una labor estructuralmente subordinada.  

 

  En fin el carácter excepcional se ha visto reforzado con la expedición de la Ley 

909 de 2004 sobre el empleo público, la carrera administrativa y la gerencia pública, por 

cuanto previó en su artículo 21 la figura de los empleos temporales con el fin de atender 

necesidades eventualmente cubiertas por contratistas de prestación de servicios; 

necesidades tales como:  
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1. Cumplir con funciones que no realiza el personal de planta por no formar parte 

de las actividades permanentes de la administración.    

 

2. Desarrollar programas o proyectos de duración determinada.  

 
 

3. Suplir necesidades de personal por sobre carga de trabajo, determinada por 

hechos excepcionales.  

 

4. Desarrollar labores de consultoría y asesoría institucional de duración total no 

superior a 12 meses y que guarde relación directa con el, objeto y la 

naturaleza de la institución. 

   

  El mismo artículo prevé motivar técnicamente la creación de estos empleos y 

adoptar las medidas presupuestales necesarias para cubrir el pago de salarios y 

prestaciones sociales correspondientes así como la utilización de la lista de elegibles 

destinadas a la provisión de empleos permanentes. Las entidades podrían abstenerse 

de contemplar estos empleos para justificar el acudir a la contratación de servicios.  

   

 Por lo tanto, queda claro que el contrato de prestación de servicios de manera 

excepcional se celebra con personas naturales, y que las mismas no pueden 

pertenecer a la planta de personal de la entidad; como característica fundamental es 

que quien suscribe este tipo de contrato es de carácter independiente, que trabajadora 

con sus propios medios, herramientas o medios. Y que es de vital importancia la 

independencia de la persona que va a prestar un servicio de manera temporal y de 

carácter especifico.  
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 La Ley 80 de 1993 en su numeral 3, artículo 32, definió el contrato de prestación 

de servicios como aquel contrato que celebran las entidades estatales para desarrollar 

actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad.  

 

  “Artículo 32. De los Contratos Estatales. Son contratos estatales todos los actos jurídicos 

generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, 

previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la 

autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación (…)    

   3o. Contrato de prestación de servicios  

 Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar 

actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos 

sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse 

con personal de planta o requieran conocimientos especializados.    

   En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán 

por el término estrictamente indispensable. (…)”  

 

  Señalando que si son realizados con personas naturales, es porque en la entidad 

contratante en su planta personal no se encuentra persona idónea que realice dicha 

labor y reitera que en ningún caso estos contratos generan relación laboral, ni 

prestaciones sociales.  

 

 Así mismo en el artículo 141 del Decreto 2150 de 1995, nos señala que para 

efectos de la celebración de contratos administrativos para su posesión bastara con la 

presentación de la cédula de ciudadanía y en los próximos 15 días la entidad verificara 

antecedentes disciplinarios y judiciales, también exige la norma que si el contratista 

tuviera antecedentes judiciales o disciplinarios se procederá a la terminación del 
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contrato, sin duda alguna el contratista no tiene derecho a ninguna indemnización por 

terminación anticipada del contrato.   

 

  Esta tesis el legislador la reafirman en el Decreto 26 de 1998, con sus artículos 

20, 21, 22, 23 adicionando en el artículo 24 la prohibición en el sentido de no permitir 

pactar remuneración para el pago de servicios calificados a personas naturales o 

jurídicas que prestan servicios en forma continua para asuntos propios del órgano 

público por un valor mensual superior a la remuneración total mensual establecida para 

el jefe del órgano publico establecido, conminando también a la entidades territoriales a 

que adoptaran las medidas similares a las planteadas para sector nacional y en lo 

relacionado con la racionalización de los gastos públicos.     

 

Verificada la línea jurisprudencial después de la Ley 80 de 1993 se encuentra 

que la Corte Constitucional estudio la constitucionalidad del numeral 3 artículo 32 de la 

Ley 80 del 93, considerando en primer lugar que la estructura de la administración 

pública se complementa con la exigencia de que todo empleo público remunerado debe 

estar incluido dentro de la respectiva planta de personal y sus emolumentos tienen que 

estar previstos en el presupuesto de la entidad, tal como lo prevén el artículo 122 y 

numeral 14 articulo 189 C.P. 

  

  Por su parte, los contratos de la administración pública no constituyen por si 

mismos una finalidad sino que representan un medio para la adquisición de bienes y 

servicios tendientes a lograr los fines del estado, esto supone que la decisión de 

contratar o no, no es una potestad del ordenador del gasto sino que depende de las 

necesidades del servicio y la escogencia del contratista debe existir una selección 

objetiva del mismo así sea por contratación directa. 
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  Para el aparato jurisdiccional el contrato de prestación de servicios se caracterizo 

por lo siguiente: 

 

 La prestación de servicios versa sobre una obligación de hacer para la ejecución 

de labores en razón de la experiencia, capacitación y formación profesional de una 

persona en determinada materia, con la cual se acuerdan las respectivas labores 

profesionales. 

  

  Este tipo de contratos es de carácter temporal, es decir que las funciones que 

serán ejercidas se encuentran limitadas en el tiempo, el objeto del contrato y su 

realización tiene un tiempo establecido y no será permanente la necesidad de dicho 

servicio en la entidad, su duración es por tiempo limitado. 

  

  La autonomía e independencia del contratista desde el punto de vista técnico y 

científico, constituye el elemento esencial de este contrato. 

 

 El contratista trabaja por objetivos establecidos, de tal manera que no cumple un 

horario o jerarquía, solo se dedica a cumplir con el objeto del contrato en óptimas 

condiciones sin obedecer a subordinación directa u horario.   

  

 Con la expedición de la Ley 1150 de 2007, se genero un avance importante en el 

tema, en tanto que introdujo la noción de contratar por servicios de características 

técnicas y uniformes y de común utilización por parte de las entidades, los cuales 

pueden ser contratados mediante la modalidad de selección abreviada con subasta 

inversa. Se perfila así un marco estructurado de servicios que poseen especificaciones 
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técnicas iguales, con independencia de sus características descriptivas, y comparte 

patrones de desempeño y calidad definidos de manera objetiva.  

 

  En tanto los servicios de características técnicas y uniformes consolidar su ficha 

técnica de tal modo que el único elemento para considerarse para escoger al contratista 

es el factor económico, no se evaluara ni su calidad, ni los demás aspectos de 

capacidad operativa y financiera, esto seria un avance para los servicios como de 

mensajería, aseo, vigilancia, etc. 

 

  En lo demás, la Ley 1150 de 2007 mantuvo la modalidad de contratación directa 

para celebrar contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión 

que solo puedan encomendarse a determinas personas.  

    

 Posteriormente existe regulación del Decreto 2474 de 2008 el cual en su artículo 

82  continua en la práctica de la reforma introducida al régimen de contratos del Estado 

a través de la Ley 1150 de 2007, en el cual indica que la modalidad de contratación 

directa no requiere pliego de condiciones, con lo cual señala que para suscribir 

contratos de prestación de servicios profesionales o de apoyo a la gestión, basta con 

que el ordenador del gasto certifique la idoneidad y experiencia del contratista y en el 

contrato se justifique la necesidad del servicio entre ellos se hace necesario la 

disponibilidad presupuestal tampoco se hace necesario un acto administrativo previo.   

 

 El ejecutivo de entonces quiso distinguir el contrato de prestación de servicios 

profesionales y dotarlo así de características propias , fundamentalmente de naturaleza 

intelectual , y dejar el de apoyo a la gestión para labores meramente administrativos en 

las cuales predominan las tareas manuales, de donde se desprende que para este 

ultimo el contratista no requiere de conocimiento especializados o de naturaleza 
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intelectual, que solo exigen para los primeros, entre los cuales están la representación 

jurídica , la gestión. 

 

     Es importante resaltar las diferencias entre los contratos de  prestación de servicios 

y el contrato de trabajo. 

 

  El contrato de trabajo tiene elementos diferentes al de prestación de servicios 

como:  

  a) La actividad personal del trabajador, es decir realizada por el mismo.  

 

  b) La continuada subordinación del trabajador respecto del empleador, que faculta 

a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al 

modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos, la cual debe mantenerse 

por todo el tiempo de duración del contrato.  

 

  c) Un salario como retribución del servicio.  

 

- En cambio, en el contrato de prestación de servicios la actividad independiente 

desarrollada puede provenir de una persona jurídica con la que no existe el elemento 

de la subordinación laboral o dependencia es le que determina la diferencia del contrato 

laboral frente al de prestación de servicios, puesto que el contratista goza de autonomía 

e independencia y dispone de una amplio margen de discrecionalidad en cuanto que 

concierne a la a ejecución del objeto contractual.  
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  - Entre el contratista y la administración no hay subordinación jerárquica, sino que 

este presta una servicio, de manera autónoma, por la cual sus obligaciones son 

aquellas que derivan del contra o de la Ley contractual no son destinatarios del régimen 

disciplinario las personas que están relacionados con el estado por medio de un 

contrato de servicios personales, por cuanto se trata de particulares contratistas y no de 

servicios públicos” 

 

 Reunidos estos tres elementos se entiende que existe contrato de trabajo y no 

deja de serlo por razón del nombre que se le dé, ni de modalidades que se le agreguen 

(Art. 23 del C.S.T.).  

 

  - Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de 

trabajo. Al respecto la Corte Suprema de Justicia ha expresado:  

“Si existe siquiera como posibilidad la atribución para que el patrono de órdenes y para el 

trabajador la obligación correlativa de acatarlas hay subordinación jurídica que es nota distintiva 

del contrato de trabajo”.  

 

  - Según el principio de la primacía de la realidad, uno de los fundamentales en el 

derecho del trabajo, en caso de discordancia entre lo que ocurre en la práctica y lo que 

surge de documentos o acuerdos, debe darse preferencia a lo primero, es decir a lo 

que sucede en el terreno de los hechos.  

 

  - Los elementos y presupuestos descritos, bien pueden distinguir el contrato de 

trabajo del resto de contratos que impliquen la prestación de un servicio.  
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 A diferencia del contrato de trabajo, el contrato de prestación de servicios se 

caracteriza por:   

 

  - La prestación de servicios versa sobre una obligación de hacer para la ejecución 

de labores en razón de la experiencia, capacitación y formación profesional de una 

persona en determinada materia, con la cual se acuerdan las respectivas labores 

profesionales.  

 

  - La autonomía e independencia del contratista desde el punto de vista técnico y 

científico, constituye el elemento esencial de este contrato.  

 

  - La vigencia del contrato es temporal y, por lo tanto, su duración debe ser por 

tiempo limitado.  

 

  - Su forma de remuneración es por honorarios.  

 

  - No se genera en estos contratos ninguna relación laboral y por ende no hay 

lugar al pago de prestaciones sociales.  

 

   -La afiliación al sistema integral de seguridad social se debe realizar como 

trabajador independiente, esto es, asume la totalidad de las cotizaciones.  

  Igualmente, es necesario conceptuar lo entendido como contrato de prestación 

de servicios, a lo cual se puede acudir a la definición  adoptada por la Corte 

Constitucional,  la cual manifiesta: 
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“Un contrato de prestación de servicios era la actividad independiente desarrollada, que puede 

provenir de una persona jurídica con la que no existe el elemento de la subordinación laboral o 

dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes en la ejecución de la labor contratada”. 

 

Los contratos de prestación de servicios descritos en el Art. 32 de la Ley 80 de 

1993, tienen por objeto el desarrollo de actividades relacionadas con la administración o 

el funcionamiento de la entidad, pero en el momento que el contratista asume en el 

contrato características especiales de la Ley laboral como una remuneración fija, un 

horario establecido y una subordinación se confunde dentro de los preceptos de un 

contrato laboral, motivo por el cual es procedente analizar si es para la administración 

es la forma adecuada para suplir las necesidades administrativas.  

 

Por lo consiguiente, es primordial saber que el contrato de prestación de 

servicios no puede ser utilizado como instrumento para desconocer derechos 

reconocidos en el campo laboral y siendo necesario acudir a lo dispuesto en el Art. 53 

de la C.P. el cual dispone: 

 “El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La Ley correspondiente tendrá en cuenta por lo 

menos los siguientes principios mínimos fundamentales:  

Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional 

a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios 

mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos 

inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e 

interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades 
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establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la 

capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la 

maternidad y al trabajador menor de edad. 

El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. 

 

      Es importante tener en cuenta en el presente ensayo los preceptos de la 

honorable Corte Constitucional, la cual en estudio de demanda de inconstitucionalidad 

contra el N° 3  del Art. 32 de la Ley 80 de 1993 expone en sentencia c-154 de 1997 lo 

siguiente: 

“Como es bien sabido, el contrato de trabajo tiene elementos diferentes al de prestación de 

servicios independientes. En efecto, para que aquél se configure se requiere la existencia de la 

prestación personal del servicio, la continuada subordinación laboral y la remuneración como 

contraprestación del mismo. En cambio, en el contrato de prestación de servicios, la actividad 

independiente desarrollada, puede provenir de una persona jurídica con la que no existe el 

elemento de la subordinación laboral o dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes 

en la ejecución de la labor contratada. 

Del análisis comparativo de las dos modalidades contractuales -contrato de prestación de servicios 

y contrato de trabajo- se obtiene que sus elementos son bien diferentes, de manera que cada uno 

de ellos reviste singularidades propias y disímiles, que se hacen inconfundibles tanto para los fines 

perseguidos como por la naturaleza y objeto de los mismos. 

En síntesis, el elemento de subordinación o dependencia es el que determina la diferencia del 

contrato laboral frente al de prestación de servicios, ya que en el plano legal debe entenderse que 

quien celebra un contrato de esta naturaleza, como el previsto en la norma acusada, no puede 

tener frente a la administración sino la calidad de contratista independiente sin derecho a 

prestaciones sociales; a contrario sensu, en caso de que se acredite la existencia de un trabajo 

subordinado o dependiente consistente en la actitud por parte de la administración contratante de 

impartir órdenes a quien presta el servicio con respecto a la ejecución de la labor contratada, así 

como la fijación de horario de trabajo para la prestación del servicio, se tipifica el contrato de 

trabajo con derecho al pago de prestaciones sociales, así se le haya dado la denominación de un 

contrato de prestación de servicios independiente.” (Corte Constitucional 1997) 
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 Analizado lo expuesto por parte de la Corte, se puede inferir que aunque la 

legislación colombiana prevé la posibilidad de acudir a la contratación de prestación de 

servicios en los casos para los fines previstos en el art. 32, nº3, de la Ley 80 de 1993, 

advierte también las limitantes para esta figura jurídica, la cual no debe ser utilizada en 

aras de coartar los derechos laborales de los trabajadores que se vinculan con la 

administración. 

 

      Finalmente, es necesario analizar las consecuencias de que la administración 

pública celebre contratos de prestación de servicios teniendo en cuenta que las 

características fundamentales del contrato de prestación de servicios es la 

independencia del contratista, es decir que este no se encuentra subordinado a la 

administración, ni ver tampoco limitada su voluntad con ocasión del contrato suscrito. 

Por ello, un contrato de prestación de servicios que gire en torno a un objeto que 

implique la subordinación del contratista a la administración no es en verdad un 

contrato de esa índole sino una relación laboral, por lo cual se genera una 

responsabilidad administrativa en cuanto esta vinculación otorgaría facultades de 

servidor público trabajador oficial y no se estaría cumpliendo con las obligaciones 

laborales que debería  asumir la administración como entidad empleadora. 
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Conclusiones 

 

 Un contrato individual de trabajo es el acuerdo en virtud del cual una persona 

natural (trabajador), se compromete a realizar bajo la continuada dependencia o 

subordinación de otra (natural o jurídica) y mediante remuneración, una labor o 

actividad determinada. 

 

Un contrato de trabajo tiene elementos diferentes al de prestación de servicios 

independientes: para que se configure el contrato laboral se requiere la existencia de la 

presentación personal del servicio, la continuada subordinación personal y la 

remuneración como contraprestación del mismo; por el contrario, en el contrato de 

prestación de servicios la actividad independiente desarrollada puede provenir de una 

persona jurídica con la que no existe el elemento de la subordinación laboral o 

dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes de ejecución de la labor 

contratada. 

 

Las entidades estatales  están utilizando el contrato de prestación de servicios por 

ser más económico para la entidad, en tanto que se ahorran el pago de los 

parafiscales, primas, cesantías liquidación etc., aun a sabiendas que lejos de tener un 

contratista se encuentran reuniendo las características propias del contrato de trabajo, 

sin medir con su actuar del inmenso daño antijurídico que se está originando, en tanto 

que las consecuencias son nefastas para la entidad cuando se demuestra  ante la 

jurisdicción administrativa que el contratista en realidad posee con la misma un contrato 

de trabajo y para el funcionario en tanto que la administración luego de cancelar las 

indemnizaciones y penalidades a lugar repite contra él. 
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Los contratos de la administración se realizan con independencia, y la entidad 

estatal le atribuye sus servicios mediante le pago de honorarios y tal vinculación por 

disposición expresa del estatuto contractual no genera relación laboral.  

 

Cuando exista la subordinación, actividad personal y si se acredita la existencia de 

las características esenciales del contrato de trabajo quedara desvirtuada el contrato de 

prestación de servicios y surgirá como consecuencia el pago de las prestaciones 

sociales dejadas de recibir al contratista en aplicación al principio de la primacía de la 

realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo y generara indemnizaciones al 

mismo y las sanciones que recaen en la entidad por este hecho.  

 

Un contrato de prestación de servicios se celebra para el desempeño de 

actividades relacionadas con la administración y funcionamiento de la entidad, este 

contrato puede suscribirse con personas jurídicas y solo cuando no existe el personal 

de planta o se requiera de conocimientos especializados se podrá celebrar con una 

persona natural.  

 

Debe tenerse en cuenta que la autonomía e independencia constituye la 

característica fundamental de esta clase de contrato, es decir, que el contratista 

dispone de un alto margen de discrecionalidad en lo que tiene que ver con la ejecución 

del objeto contractual con respecto al plazo y a la realización de la labor.  

 

Para que exista contrato de prestación de servicios, debe reunir los elementos 

antes mencionados, de lo contrario, si acudimos a esta figura y cambiamos el objeto y 

la finalidad del mismo se desnaturalizaría; como sucede en los casos en los cuales se 
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celebra un contrato de prestación de servicios con una persona natural y dicha persona 

realiza un trabajo subordinado o dependiente, teniendo en cuenta que la administración 

contratante goza del derecho de impartirle ordenes con respecto a la ejecución de la 

labor contratada y de fijarle un horario de trabajo.  

 

Sin importar el nombre que se le dé al contrato por medio del cual se dio 

vinculación con el Estado, se tiene que dar aplicación al principio de la primacía de la 

realidad y de acuerdo a las condiciones citadas estaremos frente a una relación laboral, 

relación que se escapa por completo del objeto y la finalidad real del contrato de 

prestación de servicios, y así las cosas, dichas persona natural tendrá derecho a todos 

los emolumentos y prestaciones de tipo económico que surjan de dicha relación con el 

Estado.  

 

El contrato de prestación de servicios no puede seguir siendo utilizado para 

vincular a trabajadores con un claro desconocimiento de las finalidades del mencionado 

contrato.  
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